
 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN 
PANEL I 

 
HARAS SANTA ISABEL, INC., 
MARÍA TERESA BARAGAÑO 

AMADEO 
 

Recurridas 
 

v. 
 

ADMINISTRADOR DE LA 
INDUSTRIA Y EL DEPORTE 
HÍPICO; LCDO. WILFREDO 

PADILLA SOTO; SR. WALDEMAR 
RODRÍGUEZ 

 
Recurrente 

 
 
 

 
 
 
 
 
 

 
 

KLRA201501209 

Revisión 
Administrativa 
procedente de la 
Junta Hípica de 
la Administración 
de la Industria y 
el Deporte 
Hípico  

 
Caso Núm.: 
JH-15-17 
 
Sobre:  
Pago Indebido 
del Fondo de 
Criadores 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 22 de  agosto de 2016. 

Comparece ante nos mediante recurso de revisión judicial 

Waldemar Rodríguez Santiago (en adelante señor Rodríguez o 

recurrente) en solicitud de revisión de una determinación emitida el 8 de 

septiembre de 2015 por la Junta Hípica (en adelante la Junta). Mediante 

dicho dictamen la Junta determinó que el ejemplar Valentino PR era 

inelegible para recibir un premio del Fondo de Criadores.   

Por los fundamentos que discutiremos, revocamos el dictamen 

recurrido.  

I. 

  Veamos sucintamente los hechos que motivaron este caso. 

 Este caso tiene su génesis en la presentación de una Querella ante 

el Administrador Hípico de la Industria y el Deporte Hípico en Puerto Rico 

(en adelante Administrador Hípico) por la señora Maria T. Baragaño 

Amadeo, en representación de la recurrida Haras Santa Isabel, Inc. y 

contra el recurrente señor Rodríguez.  
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 En ella se detalla que el ejemplar Valentino PR, perteneciente al 

señor Rodríguez, corrió en una carrera en el Hipódromo Camarero y 

resultó ganador. Ello así, cobró el premio del Fondo de Criadores de 

Puerto Rico según lo dispuesto en la Resolución JH-88-13 de la Junta 

Hípica de Puerto Rico. No obstante, luego de cobrado el premio, surgió 

una pugna al respecto, pues se alegó que de acuerdo a las enmiendas 

realizadas a la Resolución JH-88-13 y plasmadas en la Resolución JH-92-

25 de la Junta Hípica, dicho ejemplar no tenía derecho al premio, por este 

haber sido criado fuera del país.   

 Luego de celebrada la vista administrativa, el Oficial Examinador 

designado  rindió el Informe correspondiente. Allí, recomendó al 

Administrador Hípico que declarara no ha lugar la querella. Asimismo, 

plasmó las siguientes determinaciones de hecho: 

1. El ejemplar El Valentino PR nació en Puerto Rico en 

febrero del 2012. 

2. El ejemplar Valentino PR al mes de haber nacido, o sea, 

en marzo del 2012 fue llevado junto a la madre a Ocala, 

Florida, EUA, con el propósito de ser servida la madre en 

dicho estado.  

3. Siendo aún un potrillo (2 meses) el ejemplar Valentino 

PR, enfermó allá en Ocala y no regresó a Puerto Rico en 

o antes de agosto primero del 2012, sino el 6 de agosto 

de 2013.  

4. El ejemplar Valentino PR, fue sometido a una 

intervención quirúrgica en la clínica “Equine Medical 

Center of Ocala” de Florida el 27 de febrero de 2013.  

5. El ejemplar Valentino PR no regresó a Puerto Rico 

desde su partida en marzo del 2012 hasta el 6 de agosto 

del 2013. 

6. En la última carrera que el ejemplar Valentino PR corrió, 

ganó la misma.  

7. El dueño del ejemplar Valentino PR, el Sr. Waldemar 

Rodríguez cobró el premio del Fondo de Criadores de 

Ejemplares de Puerto Rico por dicho primer lugar. 

8. El ejemplar Registro perteneciente a Haras Santa Isabel, 

Inc., corrió en la misma carrera que Valentino PR y arribó 

en segundo lugar.1 

 

 El Oficial Examinador concluyó, además, que existió justa causa 

para que el ejemplar Valentino PR no regresara a Puerto Rico antes de la 

fecha que lo hizo. Añadió que a su entender, “[l]a prudencia y el buen 

                                                 
1
 Apéndice del recurso, a las págs. 17-18; 50-51; 77.  



 
 
 
KLRA201501209                                  
    

 

3 

juicio aconsejaban a su dueño a no arriesgar a su ejemplar viajando a 

Puerto Rico estando enfermo”.  

 Así las cosas, el Administrador Hípico acogió las recomendaciones 

del Oficial Examinador y en consecuencia, declaró “NO HA LUGAR” la 

querella.2 No conteste con tal curso decisorio, la querellante presentó una 

solicitud de reconsideración. La reconsideración fue denegada.  

 Posteriormente, la recurrida presentó una Solicitud de Revisión 

ante la Junta Hípica. En esta ocasión, la Junta revocó el dictamen del 

Administrador Hípico y determinó lo que sigue: 

En este caso no debe existir duda alguna de que los 
preceptos aplicables son los requisitos y condiciones 
aprobados por la Junta Hípica y que se han implementado 
desde el 1988, hace ya más de veintisiete (27) años. La 
regla de regreso de los potros ha estado vigente e 
implementándose desde el 1992, hace ya veintitrés (23) 
años.3   

 Por tanto, concluyó que el señor Rodríguez no es acreedor del 

premio del Fondo de Criadores y ordenó a los administradores del fondo 

distribuir la cuantía del referido premio entre los participantes de la cuarta 

carrera del 25 de septiembre de 2014 que cualificaran como ejemplares 

nativos bajo las resoluciones JH-88-13 y JH-92-25. Por estar en 

desacuerdo, el señor Rodríguez presentó un escrito de reconsideración, 

no obstante, la solicitud fue denegada.   

Inconforme aun, el 30 de octubre de 2015, el señor Rodríguez 

acude ante nos en recurso de revisión judicial. Señala los siguientes 

errores: 

Erró la Junta Hípica al revocar la Resolución del 
Administrador [H]ípico de 7 de abril de 2015 que declaró “No 
ha lugar” a la querella presentada por la Recurrida contra el 
Recurrente, toda vez que la resolución JH-92-25 en que se 
basa la Resolución Dispositiva de la Junta Hípica de 8 de 
septiembre de 2015 es nula ab initio por tratarse de un 
reglamento legislativo que no ha sido aprobado conforme 
dispone el artículo 6 de la “Ley del Deporte Hípico”, Ley 
Núm. 83 de 2 de julio de 1987, según enmendada, y las 
disposiciones aplicables de la Ley de [P]rocedimiento 
[A]dministrativo [U]niforme (LPAU). 
 
En la alternativa, erró la Junta Hípica al revocar la 
Resolución del Administrador Hípico de 7 de abril de 2015 

                                                 
2
 Apéndice del recurso, a la pág. 23. 

3
 Apéndice del recurso, a la pág. 80. 
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que declaró “No Ha Lugar” a la Querella que la Recurrida 
presentó contra el Recurrente, toda vez que la Resolución 
Dispositiva que emitió la Junta Hípica está basada en una 
interpretación de la Resolución JH-92-25 que es irrazonable, 
caprichosa, arbitraria e inconsistente con el propósito de la 
“Ley del Deporte Hípico”, Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987, 
según enmendada.      
 
Por su parte, el 17 de diciembre de 2015 compareció ante nos la 

parte recurrida, Haras Santa Isabel, Inc. y María Teresa Baragaño 

Amadeo. Por medio de su Contestación, sostuvo que la Resolución JH-

92-25 es válida y se aprobó con el propósito de preservar la crianza de 

caballos nativos. Además, afirmó que el recurrente actuó de manera 

temeraria pues conocía que no era merecedor del premio del Fondo de 

Criadores ya que su ejemplar no cumplió con lo dispuesto en la 

mencionada resolución.  

De igual modo, el 20 de enero de 2016, la Junta presentó su 

Escrito de Posición [sic] y Alegato de la Junta Hípica. Adujo que la 

disposición impugnada JH-92-25 se aprobó como modificación de las 

reglas originales y “se ha venido implementando continuamente desde 

entonces, siendo de igual aplicación a todos los criadores.” Asimismo, 

arguyó que el recurrente no presentó justa causa para incumplir con tal 

disposición.   

Por último, el 25 de enero de 2016 y luego de haber solicitado 

prórroga de manera oportuna, compareció ante nos el Administrador 

Hípico por conducto de la Oficina de la Procuradora General. A través de 

su escrito, dispuso lo que sigue: 

[…] en materia de interpretación estatutaria se ha 
establecido que en aquellas ocasiones en que el legislador 
ha querido que un término sea fatal o jurisdiccional, así lo 
dispone expresamente. Es por ello que, cuando la ley no 
contenga una expresión a tales efectos, el término deberá 
entenderse como uno directivo.  
 

 Así, concluyó que al término contenido en la resolución JH-92-25 

no se le ha otorgado efecto jurisdiccional. 

Con el beneficio de la comparecencia de todas las partes, 

procedemos a resolver.  
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II. 

-A- 

 Mediante la Ley Núm. 83 de 2 de julio de 1987 se creó la 

Administración de la Industria y el Deporte Hípico (en adelante la 

Administración) con el propósito de regular “todo lo relacionado con la 

industria y el deporte hípico” en Puerto Rico. Art. 2 de la Ley de la 

Industria y el Deporte Hípico de Puerto Rico, Ley Núm. 83, 15 L.P.R.A. 

sec. 198a; Lebrón v. El Comandante Oper. Co., Inc., 148 D.P.R. 298, 306 

(1999). El Plan de Reorganización Núm. 4 de 22 de junio de 1994, creó el 

Departamento de Desarrollo Económico y Comercio y adscribió la 

Administración de la Industria y el Deporte Hípico como un componente 

operacional.   

 De conformidad a la Ley Hípica, el deporte hípico es una actividad 

híbrida, es decir, es, simultáneamente, de carácter deportivo y 

económico. Exposición de Motivos de la Ley Hípica. El propósito 

primordial de la Ley Hípica es garantizar la limpieza y confiabilidad del 

deporte. Íd; Muñiz v. Admdor. Deporte Hípico, 156 D.P.R. 18, 41 (2002).   

 Con el fin de adelantar los propósitos de la Ley, se creó la Junta 

Hípica como el organismo facultado para reglamentar todo lo relacionado 

al deporte hípico. 15 L.P.R.A. sec. 198e. A este organismo se le 

concedieron amplios poderes para fomentar, reglamentar y fiscalizar la 

programación de todas las actividades relacionadas con dicho deporte. 

Lebrón v. El Comandante Oper. Co., Inc., supra, pág. 307.   

 Entre los poderes conferidos se encuentra: 

(a) La Junta Hípica queda facultada para reglamentar lo 
concerniente a la industria y el deporte hípico. La Junta 
Hípica, previa audiencia pública, adoptará aquellos 
reglamentos del deporte hípico que entienda necesarios, los 
cuales una vez aprobados por la Junta Hípica y radicados 
en el Departamento de Estado de acuerdo con las 
disposiciones de las secs. 2101 et seq. del Título 3, 
conocidas como la “Ley de Procedimiento Administrativo 
Uniforme", tendrán fuerza de ley y su violación constituirá 
delito según se dispone en las secs. 198 a 198aa de este 
título. (Énfasis suplido) 
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-B- 

Con el propósito de lograr cierto grado de certeza y confiabilidad 

en los trámites relacionados a las controversias que se dilucidan en los 

tribunales y en el foro administrativo, el legislador y la jurisprudencia han 

fijado términos dentro de los cuales debe ejercitarse una determinada 

causa de acción o cumplirse con una orden del tribunal, así como del foro 

administrativo. Por consiguiente, nuestro sistema procesal reconoce los 

términos discrecionales, mandatorios, directivos, de caducidad, 

jurisdiccionales y de estricto cumplimiento. (Énfasis suplido) Pueblo v. 

Mojica Cruz, 115 D.P.R. 569, 574 (1984); Véase, además: In re Godinez 

Morales, 161 D.P.R. 219 (2004). Como es de suponerse, las 

consecuencias de no cumplir con los términos acarrea resultados 

distintos. Esto dependerá del término del cual se trate.    

Con el propósito de esbozar nuestro razonamiento nos 

detendremos exclusivamente en los términos jurisdiccionales, de estricto 

cumplimiento y los discrecionales.   

A diferencia de un término de cumplimiento estricto, mandatorio, 

directivo o discrecional un “término jurisdiccional4 es fatal, improrrogable e 

insubsanable, rasgos que explican por qué no puede acortarse, como 

tampoco es susceptible de extenderse”. (Énfasis en el original.) Martínez,  

Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 D.P.R. 1, 7 (2000). Para determinar el 

carácter de jurisdiccional del término dispuesto en ley para revisar 

judicialmente una determinación administrativa o judicial debemos acudir, 

en primer lugar, a la letra del estatuto. Frente Unido Independentista v. 

C.E.E., 126 D.P.R. 309, 319 (1990). Esto es así porque si el legislador, 

cuando ha querido que un término sea fatal o jurisdiccional, lo establece 

expresamente en la ley. (Énfasis suplido) G.M. Overseas Dist. Corp. v. 

D.A.C.O., 114 D.P.R. 5 (1983). Véase también, H. A. Sánchez Martínez, 

Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho Procesal Apelativo, Lexis-Nexis 

de Puerto Rico, Inc., 2001, págs. 60-61. Es decir, para que se considere 

                                                 
4
 La jurisdicción es el poder o la autoridad que posee un tribunal para considerar y 

decidir un caso o controversia. ASG v. Mun. San Juan, 168 D.P.R. 337 (2006). 
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un término como jurisdiccional tiene que surgir claramente de la ley. Por 

lo que no está permitido establecerlo en el reglamento que viabiliza la ley. 

Véase, Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 162 D.P.R. 745, (2004).   

 Así pues, si llegado el día en que se cumple el plazo de carácter 

jurisdiccional sin que se haya ejercitado la acción correspondiente, el 

tribunal o el ente administrativo no tiene la autoridad para atender el 

asunto por más meritorio que resulte.  

Por otra parte, un término de cumplimiento estricto puede ser 

prorrogado. No obstante, los tribunales solo tienen discreción para 

extender el plazo si existe y se demuestra justa causa para el 

incumplimiento. (Énfasis nuestro) Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 

D.P.R. 84 (2013); Córdova v. Larín, 151 D.P.R. 192 (2000); Rojas v. 

Axtmayer Ent., Inc., 150 D.P.R. 560 (2000). Sin embargo, ello no implica 

que un término de cumplimiento estricto sea carta blanca para que 

deliberada e injustificadamente se incumpla con él.  

Como hemos señalado previamente, dentro de la gama de 

términos reconocidos en nuestro sistema judicial se encuentran aquellos 

discrecionales. En cuanto a estos, nos dice el profesor Hiram A Sánchez 

Martínez, “De ordinario, cuando aludimos a un término discrecional nos 

referimos al plazo fijado no por estatuto sino por la autónoma voluntad del 

juez”.  Este tipo de término reconoce que el tribunal puede ser más 

flexible, lo que permite que el acto o comportamiento procesal ordenado 

por este pueda cumplirse dentro de cualquier otro término. Nos sigue 

señalando que esa discreción queda al arbitrio o buen juicio del juez o 

funcionario hacerlo. (Subrayado nuestro) H. A. Sánchez Martínez, 

Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho Procesal Apelativo Puerto Rico, 

supra, pág. 66. 

III.  

 Por estar íntimamente relacionados discutiremos los señalamientos 

de error de manera conjunta.  
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 El recurrente sostiene que incidió la Junta Hípica al revocar la 

Resolución del Administrador Hípico, pues entiende que la Resolución 

JH-92-25 resulta ser nula ab initio al incumplir con el procedimiento de 

reglamentación estatuido en la LPAU. En la alternativa, considera que 

erró la Junta Hípica al revocar la Resolución del Administrador Hípico 

toda vez que la Resolución Dispositiva emitida está basada en una 

interpretación de la Resolución JH-92-25 que es irrazonable, caprichosa, 

arbitraria e inconsistente con el propósito de la “Ley del Deporte Hípico”.  

 Huelga señalar que la Ley Núm. 83 de 2 de julio de 198, no indica 

cómo se administra y distribuye el fondo de criadores. Es ante esta 

circunstancia que la Asociación de Criadores de Caballos Purasangre de 

Carreras sometió un proyecto de reglamento ante la Junta Hípica y de tal 

forma se aprobó la Resolución JH-88-13. Concomitante a la controversia 

ante nos, tal resolución dispone lo siguiente: 

Cualificarán para y tendrán derecho a participar del 
beneficio del Fondo de Criadores todos los criadores de 
caballos nativos y todos los dueños de los sementales 
padres de los caballos nativos ganadores de carreras 
celebradas en el Hipódromo el Comandante.5  

 Años más tarde, se enmendó la mencionada disposición mediante 

la Resolución JH-92-25. En específico, se enmendó el inciso C del 

Artículo 4 de la resolución JH-88-13. En lo pertinente, la resolución JH-92-

25 dispone: 

Para que el criador o dueño del semental, según antes 
definido, tenga derecho a recibir beneficios del Fondo de 
Criadores, el potrillo deberá haber permanecido durante su 
crianza y desarrollo en fincas sitas dentro de la demarcación 
geográfica de Puerto Rico, dedicados a la conducta activa 
de crianza de ejemplares nativos. Se dispone, que podrán 
ser removidos de la demarcación territorial de Puerto Rico 
ejemplares nativos bajo las siguientes condiciones sin que 
se afecte su derecho a participación en el Fondo de 
Criadores: 

(i) Potrillos menores de seis (6) meses 
lactando de madre podrán salir de Puerto Rico 
en compañía de esta cuando la yegua madre 
fuera a ser servida por un semental no 
localizado en Puerto Rico. El potrillo deberá 
estar de regreso en Puerto Rico en o antes del 
1 de agosto del año de su nacimiento. Previo a 
ser removido fuera de la jurisdicción de Puerto 

                                                 
5
 Apéndice del Alegato del Administrador Hípico, a la pág. 1. 
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Rico, el criador deberá solicitar y obtener una 
dispensa de la Administración de la Industria y 
el Deporte Hípico, disponiéndose que dicho 
potrillo sea inspeccionado y tatuado por los 
veterinarios de dicha Administración con 
antelación a su salida de Puerto Rico. A su 
regreso a Puerto Rico, el potrillo deberá ser 
inspeccionado nuevamente por los veterinarios 
para constatar la identidad del mismo y/o 

(ii) Potros de catorce (14) meses de nacidos 
para ser domados en un centro o finca de 
doma fuera de Puerto Rico. 

 Ahora bien, en este caso y según se desprende del expediente 

ante nos, el ejemplar Valentino PR nació en febrero de 2012 en Puerto 

Rico. Al mes siguiente, la madre del ejemplar fue llevada a la ciudad de 

Ocala en el estado de Florida con el propósito de aparearla, por tanto, el 

potrillo fue trasladado junto a su madre para continuar su lactancia. Una 

vez en Ocala, Valentino PR enfermó de cólico por lo que tuvo que ser 

llevado al Equine Medical Center of Ocala donde se le diagnosticó large 

colon volvulus and nephroplenic entrapment. Tan pronto se recuperó, 

Valentino PR llegó a Puerto Rico el 6 de agosto de 2013 y una vez arribó 

al país fue inspeccionado por los veterinarios del Departamento de 

Agricultura.  

 Luego de evaluar de manera minuciosa la posición de todas las 

partes, el expediente ante nos y los documentos que lo acompañan 

coincidimos con la apreciación  que nos ha manifestado tener la Oficina 

de la Procuradora General. Ello así, entendemos que actuó 

correctamente el Administrador Hípico al concluir que el recurrente mostró 

justa causa para transportar el ejemplar Valentino PR luego del primero 

(1) de agosto de su año de nacimiento. Como hemos discutido, el equino 

sufrió una condición de salud que lo imposibilitó de poder regresar antes a 

Puerto Rico.  

 Más importante aún, y en concordancia con la postura de la 

Procuradora,  no hemos encontrado disposición alguna en ley que le 

conceda carácter jurisdiccional a los términos plasmados en la Resolución 

JH-92-25. Siendo ello así, no se les puede tratar como tal. En todo caso, 

nos encontramos ante unos términos de cumplimiento estricto o 
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discrecionales, según hemos detallado previamente. Por tanto, y como 

bien sostiene el recurrente, somos de la opinión que la actuación de la 

Junta Hípica es arbitraria e irrazonable. Ello así, no podemos más que 

revocar el dictamen recurrido. Recordemos que las determinaciones 

emitidas por un ente administrativo deben ser respetadas a menos que la 

parte recurrente establezca que hay evidencia en el expediente 

administrativo suficiente para demostrar que la agencia no actuó 

razonablemente. Borschow Hosp. v. Jta. de Planificación, 177 D.P.R. 545, 

566 (2009). 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Resolución 

recurrida.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


